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Prólogo



Raúl Padilla López


Presidente del Consejo Consultivo del Centro de Estudios Estratégicos para el Desarrollo


La seguridad ha sido una preocupación de todas las sociedades, desde los antecedentes más remotos de vida colectiva. Actualmente, la violencia se encuentra presente con una normalidad cada vez más preocupante en las sociedades del mundo. Incluso se pretende justificar la prevalencia de ésta bajo la falsa disyuntiva entre paz y seguridad, como si fuesen excluyentes y los Estados debiesen elegir una y negar la posibilidad de la otra.


Particularmente en México, la violencia como un fenómeno social complejo, de causas multifactoriales y de efectos polifacéticos que afectan a todas las personas y contextos del presente e incluso de las próximas décadas, se ha convertido en el principal clamor de exigencia social, ante las profundas heridas que la criminalidad e impunidad provocan en el tejido social, no sólo desde un punto de vista macro de política y gobernanza, sino en la intimidad micro de los hogares y en la psique de las personas, donde las repercusiones son más dramáticas.


Al encontrarnos inmersos en dinámicas de cotidiana violencia, criminalidad, inseguridad e impunidad que han abierto el camino a diferentes posturas de muy diversa identidad ética, resulta fundamental comprender —o acaso recordar— que el telos de las instituciones del Estado facultadas para emplear la fuerza no es ninguna otra sino la protección y salvaguarda de la integridad de las personas, para así garantizar todos los derechos fundamentales que deben caracterizar a un democrático Estado de derecho.


Mejorar las políticas sociales, atender las carencias y desafíos que enfrenta el sistema de justicia y repensar los sistemas de seguridad locales y nacionales resultan aspectos obligatorios para las instituciones de hoy en día, a fin de satisfacer a una ciudadanía que anhela un contexto en el que sus derechos sean cuidados y respetados.


En esta comprensión es menester promover un abordaje inteligente que permita auténticas soluciones duraderas y no solamente la contemplación superficial o la reacción intempestiva. Es imprescindible que las instituciones de Estado acudan a la academia para enriquecerse del trabajo reflexivo, sustentado y acucioso que en las universidades se realiza en este renglón, y con ello emprender políticas que atiendan efectivamente las causas y no sólo los efectos de la violencia, la criminalidad y la impunidad.


Por ello, el Centro de Estudios Estratégicos para el Desarrollo de la Universidad de Guadalajara, Global Thought, y la Universidad de Seguridad y Justicia de Tamaulipas, han reunido en esta obra el conocimiento y perspectivas de 11 especialistas, quienes abordan este importante tema desde una óptica analítica y reflexiva, así como con la convicción de que el ejercicio académico debe ofrecer alternativas de intervención y acción para resolver este lacerante problema.


Estoy seguro que esta obra, que tengo el gusto de prologar, dejará en sus lectores reflexiones sobre la historia, el presente y el futuro de la seguridad, el uso de la fuerza y la violencia, así como diversas y muy atinadas claves para transformar nuestra realidad actual y ofrecer a las jóvenes y futuras generaciones un mejor entorno y calidad de vida.





Introducción



Daira Arana Aguilar


Omar Avilés González


María Magdalena García Rodríguez


Durante los últimos 30 años, la región de América Latina se ha concentrado en alcanzar la consolidación de regímenes políticos democráticos en los que puedan llevarse a cabo elecciones libres, exista una adecuada separación de poderes, los gobiernos desarrollen las capacidades y mecanismos para proteger los derechos humanos de las personas y se mantengan relaciones pacíficas entre los países de la región.


Sin embargo, una de las principales limitaciones que se han encontrado a lo largo del camino ha sido la creciente inseguridad que se vive por las violencias que acarrean las actividades transnacionales ilícitas, como el narcotráfico, el tráfico de personas, la delincuencia organizada, así como la ausencia de gobernabilidad en territorios y la facilidad con la que los regímenes autoritarios pueden desarrollarse nuevamente en detrimento de la calidad de vida de las personas que habitamos esta diversa región geográfica.


Lo anterior ha puesto en el centro de muchas políticas públicas a la fuerza pública —entendiendo ésta desde su sentido más amplio e integrada por las instituciones militares, de policía y de justicia— como instituciones responsables de proteger y servir a las comunidades, investigar la comisión de actos ílicitos, procurar justicia y garantizar que la violencia y el crimen no sean limitaciones para que las personas ejerzan sus derechos humanos sin miedo, con libertad y con certeza.


La fuerza pública tiene como responsabilidad el ejercicio del monopolio legítimo de la violencia del Estado, que se ha denominado como Uso de la Fuerza o Utilización de la Fuerza, y que representa una de las facultades de la fuerza pública más complejas, en tanto que se requieren una diversidad de consideraciones y circunstancias para que su utilización se logre de forma adecuada, atendiendo a un objetivo legal y legítimo, en la medida estructamente necesaria, y en consonancia con el nivel de resistencia o riesgo que se experimente en el momento.


La fuerza pública, al representar el monopolio legítimo de la violencia, requiere reglas claras de actuación, un sustento legal fuerte que le de vida como institución al servicio de la población con atribuciones y limitaciones, requiere el reconocimiento de los derechos humanos de sus integrantes y una división del trabajo y de atribuciones certera en aquellos contextos en donde las Fuerzas Armadas y las Instituciones Policiales son consideradas bajo esta misma categoría.


En ese sentido, los objetivos de la publicación Fuerza pública en América Latina: Sus retos y buenas prácticas a la luz de la Democracia y los Derechos Humanos residen en comprender la configuración teórica, política y práctica que la fuerza pública ha tenido en la región, los retos que tiene por delante en diversas materias—como el respeto a los derechos humanos, la solución de problemas complejos como la ciberseguridad, la adopción de marcos legales democráticos, entre otros— y las buenas prácticas de la región, así como dimensionar soluciones que vayan más allá del empleo de niveles de fuerza susceptibles a violar derechos humanos, la militarización de la seguridad pública con sus conocidas consecuencias, o medidas de mano dura o populismo punitivo, y se centren más en una configuración y accionar institucionales que pongan en el centro de sus acciones la seguridad humana.


Esta publicación consta de ocho artículos escritos por relevantes especialistas de la región. El documento se ha estructurado de tal forma que se puedan dimensionar los retos y alcances de la fuerza pública desde las cuestiones relacionadas con la Policía hasta las que competen a las Fuerzas Armadas, atravesando por las propuestas y los retos y buenas prácticas de ambas instituciones desde una perspectiva demócrática y de derechos humanos.


En el primer artículo, Daniel Gómez Tagle reflexiona sobre la configuración jurídico-política de la fuerza pública en México y sus contradicciones semánticas y operativas con la pregunta central: ¿para qué fuerza pública? En el segundo artículo, Germán Díaz Urrutia y Sebastián Cabezas Chamorro abordan cómo puede prevenirse la violencia policial en América Latina a partir de la imaginación no punitiva de la actuación policial tendiente a prevenir los actos de tortura. El tercer artículo, a cargo de Edgar Baltazar Landeros, se enfoca en describir y dimensionar la función policial en El Salvador, uno de los países que recientemente se ha posicionado en la opinión pública internacional por sus medidas autoritarias y su prolongado estado de excepción. En el cuarto artículo, y concluyendo con la sección policial, Gustavo Mauricio Bastien Olvera, Elizabeth Melchor Ramírez, Dulce Nalleli Ahumanda y Gisela Cova describen las buenas prácticas de la Unidad de Policía Cibernética de la Ciudad de México, sobre todo ante el contexto de pandemia, en el que los ciberdelitos aumentaron significativamente.


Sobre las actividades de las Fuerzas Armadas como fuerza pública, las cuales se han denominado en muchas ocasiones como militarización de la seguridad pública, Willian Godnick e Iñali Aguerreche analizan en el quinto artículo las intervenciones militares en el sistema penitenciario de América Latina bajo el contexto de constabularización de las Fuerzas Armadas. En el sexto artículo, Paloma Mendoza-Cortés realiza un estudio comparativo entre México y Estados Unidos respecto de las nuevas formas de golpes y autogolpes de Estado en regímenes que se presumen democráticos a la luz de las relaciones cívico-militares. Por su parte, Víctor Gonzáles Jáuregui analiza el caso peruano en torno al papel del Estado en el manejo de las Fuerzas Armadas y los marcos legales existentes para su despliegue e intervención. Por último, Marcos Pablo Moloeznik y Jorge Alejandro Góngora Montejano abordan cómo las misiones de las Fuerzas Armadas mexicanas, como son estipuladas dentro de la constitucion del país y las leyes en la materia, son un obstáculo para el Estado de derecho y plantean la pregunta: ¿para qué Fuerzas Armadas?


Las personas que coordinamos esta publicación esperamos que las personas lectoras encuentren en cada uno de los artículos que la componen ideas y reflexiones provocadoras en torno al papel de la fuerza pública en las democracias, los avances que se han alcanzado para garantizar la protección de derechos humanos, pero también sobre los enormes retos que la sociedad y quienes diseñan e implementan políticas públicas tienen ante sí en un contexto social cambiante y heterogéneo.





Fuerza pública, entre el ser y la nada



Daniel Gómez Tagle


La idea de fuerza pública


El ser humano es un ente beligerante por naturaleza, desde su origen animal —en el que sobrepone el instinto básico de supervivencia— hasta la imposición sociológica de la progenie a través del poder político, legítimo o no. La evolución social a partir de esta violencia se enmarca en el proceso de desarrollo cognitivo sobre las conductas individuales y su vinculación desde y hacia las redes sociales inmediatas en virtud del conglomerado ideológico: estoy en paz con quién comparte mi pensamiento. La violencia es pues supervivencia, en tanto el conocimiento es progreso.


El conocimiento, como parte indispensable del proceso evolutivo, precisa la construcción de ideas sobre el entorno que nos rodea, las cuales, según Locke, contienen tres elementos fundamentales: sujeto, acción y objeto (Locke, 2004). Es el mismo Locke quien precisa que el detonador para la construcción de las ideas es la percepción (Locke, 2017), lo que nos lleva a la elaboración de ideas simples o compuestas (Locke, 2017). El gran dilema, para Locke, era diferenciar lo real de lo ideal; mismo conflicto que abordaría Kant en su teoría del conocimiento a través de sus modelos de juicio (Kant, 2016), que a su vez darían pie a las estructuras pedagógicas desde Piaget hasta los modelos andragógicos de Knowles. De manera concreta, el pensamiento filosófico nos ha llevado a postular que entender la realidad nos permite enseñarla, aprenderla nos permite sobrevivir y comprenderla nos lleva al progreso. Hasta aquí se acepta con discrepancias sustanciales pero no significativas el papel del individuo ante la sociedad y de las obligaciones del Estado para con el individuo, sin embargo, al evaluar el papel del Estado como ente sociopolítico Max Weber plantea: hoy, por el contrario, tendremos que decir que Estado es aquella comunidad humana que, dentro de un determinado territorio (el “territorio” es un elemento distintivo), reclama (con éxito) para sí el monopolio de la violencia física legítima. Lo distintivo de nuestro tiempo es que a todas las demás asociaciones e individuos sólo se les concede el derecho a la violencia física en la medida en que el Estado lo permite(Weber, 2011).


Esto nos lleva directamente al conflicto de nuestro texto, ya que la evolución social, idealmente pacífica, se ha demostrado realmente violenta a lo largo de la historia. Curiosamente tanto el idealismo filosófico como el realismo sociológico precisan de un entorno colaborativo entre individuos afines, así, aunque tenemos una plétora de autores procurando la creación de un sistema político pacífico la sociedad tiende invariablemente a la violencia como elemento de subsistencia, prevalencia o, de forma extrema, instauración o imposición ideológica, hecho que —antes de Weber— pocos habían tratado de expresar en voz alta y muchos —después de Weber— han tratado de negar, ya que, desde muchos ángulos, admitir la necesidad de la violencia significa si no un fracaso, al menos un retroceso en el sistema ideal. Pero si el Estado permite la violencia entre ciudadanos deja de ser un Estado exitoso.


La realidad es que para sostener un modelo sociopolítico ideal, basado en las garantías individuales, es necesario que todos puedan disfrutarlo y que al mismo tiempo nadie pueda romperlo, por lo cual el Estado debe procurar de manera prioritaria condiciones socioeconómicas para su correcto funcionamiento y desarrollo a fin de fomentar la estabilidad social y con ello el orden público, pero no puede ignorar que actos de resistencia violentos sólo pueden resolverse a través de la violencia misma, la cual “es racional hasta el punto en que resulte efectiva para alcanzar el fin que deba justificarla”(Arendt, 2006), es decir la prevalencia del derecho. Si Locke dice que debemos entender la realidad; Kant, aceptarla; y Piaget, enseñarla; Weber nos dice que además debemos imponerla, así sea mediante la violencia. En este último sentido específico, Hannah Arendt nos recuerda que la violencia es un tema de poder.


Dentro de este panorama el ideal social es una administración pública que favorezca las garantías individuales desde los derechos humanos, por tanto, aceptar la realidad violenta en la que se desarrolla nuestra sociedad, y los límites legales que deben establecerse a la población en su conjunto, es el primer paso para construir dicho ideal. Elevando este conflicto entre lo ideal y lo real encontramos que, para garantizar el derecho de todos, no es materialmente posible garantizar el derecho de cada uno. Específicamente, el de aquellos que violan los de otros. Es cierto que, idealmente, el Estado debe procurar que cada individuo tenga garantías, pero la realidad es que los propios ciudadanos dan paso a la ruptura del modelo con conductas antisociales, toleradas o fomentadas desde la propia sociedad donde el Estado tiene un margen muy limitado de reacción inmediata; o actos ilegales, que corresponden plenamente al Estado a través de la administración pública, sus legisladores y, en última instancia, a su fuerza pública. Resulta innegable la relación entre antisocial e ilegal que podría debatirse fácil y extensamente, pero sobre ello existen ya incontables publicaciones que abordan el tema. Invito pues a enfocar el presente análisis en el papel de la fuerza pública y no propiamente en el de la administración pública.


De tal manera, la idea que actualmente tenemos de fuerza pública se desarrolla sobre los límites físicos que no debe rebasar el derecho público planteado meramente como metas políticas inmediatas, ignorando el conflicto sociológico que le da origen al concepto en cuanto a la conservación del derecho privado: la fuerza pública existe porque la utilización de la violencia es necesaria para la preservación del estado de derecho. Tomando una postura iuspositivista, la idea es: lo moral en tanto el concepto es lo legal. No obstante, al estudiar las leyes policiales latinoamericanas encontramos la utilización de la fuerza pública como una función institucional relegada lingüística y operacionalmente por la conceptualización estadounidense de uso de la fuerza como la actuación de los agentes. Hablando en español, en Latinoamérica nos preocupa más la idea que el concepto, por ellos debatimos más sobre la moralidad del golpe que da un agente a una persona en lugar de ocuparnos por las consecuencias de su actuación en la seguridad pública. Sobre este dilema interpretativo advierte Arendt (apoyándose en d’Entrèves) sobre el uso indiscriminado de poder, potencia, fuerza, autoridad y violencia como sinónimos políticos (Arendt, 2006), la falta de definiciones concretas significa lo mismo un atentado lingüístico que una “ceguera ante las realidades a las que corresponden” (Arendt, 2006). Por ello, en el presente texto, me refiero a la institución como policía y a sus integrantes como agentes.


El rechazo a la función administrativa en pos de objetivos sociopolíticos, combinados con la ausencia de expresiones propios y fundamentadas en nuestra realidad social, termina por enfrentar al marco jurídico consigo mismo, dando un resultado paradójico: para dar certeza al derecho colectivo desde las garantías individuales se priva de derechos humanos y laborales al ciudadano que encarna la fuerza pública del Estado en virtud precisamente de su figura pública y bajo la excusa del modelo militarizado, ya que si el resultado deseado es la paz y el orden público la fuerza pública debe estar constituida por ciudadanos que se apeguen al orden de manera tajante como método para prevenir la violencia injustificada, convirtiendo el resultado administrativo ideal en objetivo operacional que requiere una nula resistencia de los propios agentes de la fuerza pública para ejecutar criterios políticos desde su función.


Aclaremos pues la idea que, nos guste o no, la fuerza pública existe porque la violencia es imprescindible para la preservación del Estado, por tanto, sus protocolos deben regular su utilización incluyendo las consecuencias en lugar de prohibir su uso en pos de resultados. Es preciso recalcar que las consecuencias se asumen mediante la rendición de cuentas en tanto los resultados sirven para difundirse como logros políticos, lo que nos permite entender porque se sostiene un modelo extranjero de uso en lugar de uno nacional de utilización, si lo que queremos es pasar de señalamientos a responsabilidades para cambiar el paradigma de la seguridad pública necesitamos pues construir primero el concepto legal de fuerza pública, inexistente hoy día.


El concepto de fuerza pública


En su análisis de la función legislativa, Mora describe la problemática de la interpretación de la norma jurídica desde la perspectiva judicial (Mora, 2015). Y es que, retomando a Hesse, Mora recalca que es importante considerar que “los enunciados constitucionales, incluidos los declaratorios de derechos, son, por necesidad, tan generales y sintéticos que requieren, en su aplicación a los casos concretos, de modulaciones o concreciones interpretativas” (Hesse, 1992). Es decir, tras siglos de tesis filosóficas respecto al papel del Estado para la imposición y mantenimiento del derecho colectivo la norma mexicana debe interpretarse con base en la percepción del juzgador con la consecuente carga de conocimiento y su aceptación de la realidad. No se puede negar que esto representa un espacio para la creación de espacios socialmente armonizados al buscar equilibrios interpretativos, pero en estados donde la función legislativa no cuenta con respaldo metodológico (Hesse, 1992) o no admite ni fomenta un apoyo profesional especializado, nos encontramos ante el riesgo de emisión de normas idealistas desde la política partidista inmediata desconectadas de la realidad y necesidad social a largo plazo, normas que además deben ser interpretadas por un juez que no tiene necesariamente (y por muchas justificadas razones) conocimiento específico sobre la materia que debe dictaminar. El poder judicial termina en la práctica corrigiendo los defectos de origen del trabajo del poder legislativo, asumiendo a la vez la crítica por ello.


Hablando sobre fuerza pública y violencia nos encontramos ante un peligroso coctel jurídico, por un lado, un legislador que regula lo moral desde la ignorancia legislativa y, por el otro, un juez que debe interpretar judicialmente no sólo la regla escrita sino además su ejecución en el marco normativo —tanto nacional como internacional— y jurisprudencial, de forma simultánea e integral, pero además debe hacerlo a partir de un concepto mal diseñado y ejecutado desde una idea extranjera. En medio de esta combinación tenemos a un sujeto con obligaciones (pero sin derechos) que debe entender, aprender, aceptar y ejecutar una norma que tiene como objetivo garantizar la existencia del Estado en su forma más compleja: la de la sumisión al orden público y la paz social inclusive al grado de la violencia física.


Aunque Arendt coquetea con una definición de fuerza deja fuera su origen filosófico. Este origen se remonta a la ley de inercia de Newton, en la que se postula que todo cuerpo permanece en reposo o movimiento inalterado hasta que una fuerza actúe sobre él, pero dicha fuerza no es necesariamente violenta, por tanto, podemos decir que cuando es estrictamente necesario intervenir, con el fin de mantener el rumbo hacia el progreso, el Estado tiene que aplicar la fuerza pública, así sea mediante el monopolio de la violencia a través de las instituciones policiales o armadas. Con esto dejamos claro que fuerza no es violencia y podemos empezar a vislumbrar el conflicto de hacerlas sinónimo. La fuerza pública puede definirse pues como el órgano de gobierno que tiene como fin legítimo el fomento, preservación, restauración o imposición del orden público, incluso mediante la violencia conforme el riesgo, resistencia, amenaza o agresión lo ameriten.1 Este planteamiento simplifica los niveles de fuerza con cuatro factores de actuación contra cuatro de necesidad, obteniendo una proporcionalidad técnica y jurídica imposible de alcanzar bajo el marco normativo vigente, además pasamos de una idea cualitativa a un modelo cuantitativo, de la percepción de Arquímedes a la comprobación de Newton.


En México como en el resto del mundo, y mucho antes que Weber lo expresara como concepto, ya existía una fuerza pública. Un dato histórico curioso es que tanto en el territorio mexica como en el Imperio romano existían guardias públicos asignados a vigilar precios y productos de los mercados, con autorización de utilizar la violencia de ser necesario, para los mexicas eran los tianquizpan, mientras que para los romanos eran los lictors. Esto ilustra cómo a pesar de la distancia y el tiempo las sociedades con un orden político establecido reconocen la necesidad de garantizar o imponer el orden público como principio indispensable para el desarrollo económico.


Antes de extender las propuestas de este ensayo, hay que hacer un apunte más que necesario volviendo al dilema filológico de Arendt sobre las definiciones: en español se usa para algo, se utiliza para un fin, teniendo la fuerza pública objetivos y obligaciones enmarcados jurídicamente, luego debemos hablar de utilización y no de uso. Sirva esta primera aclaración para demostrar que la idea fuerza pública no ha sido debidamente construida en español lingüísticamente, ni para Latinoamérica legalmente. Cuando hoy se dice uso de la fuerza nos estamos refiriendo a una idea ajena tanto idiomática, sociológica, técnica y legalmente, lo cual inevitablemente conduce a la aplicación en la práctica de un modelo muy distinto al que nos corresponde como Estado.


Desde este ángulo debemos ponderar que, a pesar de al menos 85 referencias indirectas en al menos 48 leyes mexicanas,2 la única definición legal de fuerza pública se refiere a las fuerzas armadas permanentes. Es decir, en el marco normativo mexicano existe la idea pero no el concepto de fuerza pública como institución policial, a pesar del “laborioso proceso de articular la seguridad pública y la policía con el proyecto de Estado democrático” narrado por López Portillo (2000), así cuando las leyes policiales actuales oficializan jurídicamente el concepto estadounidense uso de la fuerza se genera un conflicto, pues en tanto la regulación general mexicana trata sobre la función institucional desde el Estado la regulación específica en la materia desarrolla predominantemente sobre la actuación desde el individuo, convirtiendo responsabilidades administrativas en culpas políticas.


Ahondando el conflicto sobre las obligaciones, la Organización de las Naciones Unidas registra 18 documentos internacionales en materia de derechos humanos de los cuales México ha ratificado al menos 16 (mientras que Estados Unidos solo 5). Como ejemplo concreto: el Código Penal Federal Mexicano define el motín como la perturbación del orden público con empleo de la violencia (Código Penal Federal, 2019); sin embargo, para el planteamiento didáctico del Programa Rector de Profesionalización el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública se utiliza la expresión estadounidense disturbio (Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Suguridad Pública, 2017) para referirse al mismo escenario, lo que lleva a la incorporación de técnicas y tácticas desde el modelo de fuerza estadounidense con sus 5 ratificaciones contra las 16 mexicanas. Es muy importante señalar que esto no significa que el modelo de fuerza estadounidense no procure garantías a los derechos humanos, sino que lo hace desde su modelo constitucional.


Para demostrar que el modelo mexicano copia al estadounidense sin atender a las obligaciones propias, podemos notar que el Programa Rector cita como fuentes para el contenido de la capacitación en disturbios el Manual de Entrenamiento con Gases Lacrimógenos,3 de la empresa Federal Laboratories Inc. y el Control Policíaco de Motines de la empresa Smith and Wesson Chemical Co., Inc. ambas estadounidenses.4 Si debiese preocuparnos que la capacitación de agentes mexicanos incluya contenido comercial diseñado para agentes policiales bajo obligaciones distintas a las mexicanas otra de las fuentes es un texto de 1973 (Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito, 1973), otra de 1988 es de carácter militar (Secretaría de la Defensa Nacional, 1998), una más es extranjera (pero que desarrolla sobre las mismas fuentes estadounidenses) (Dirección General, 2009) y finalmente dos cuya fuente no puede encontrarse públicamente (Cantú, 1986). Encontramos nuevamente que la idea de la fuerza pública existe respecto de la seguridad pública, en este caso en el modelo andragógico (pero se desarrolla pedagógicamente), sobre un concepto ajeno y con contenidos que no solo ignoran los objetivos legales mexicanos según la función, sino también las obligaciones internacionales mexicanas para la actuación.


Todavía en 2017 el Programa Rector consideraba como fuente de referencia el manual de Federal Laboratories, publicado originalmente en 1967 (con pocas modificaciones desde la actualización de 1975). Federal Laboratories además desapareció como tal en 1994; la empresa actual, Defense Technology, tiene un modelo de capacitación con notables diferencias, pero aún diseñado por y para agentes policiales de Estados Unidos, comúnmente con formación militar, y bajo las obligaciones en materia de derechos humanos de aquel país.


Hablamos pues de que el documento que pretende profesionalizar a los agentes mexicanos, responsables de ejecutar el monopolio de la violencia a nombre del estado, se basa en un documento comercial —ni siquiera legal— de hace 50 años, cuando la idea del control de multitudes en Estados Unidos se desarrollaba sobre conflictos específicamente raciales que México no ha vivido de la misma manera ni en el mismo periodo histórico. Una época además en la que el concepto uso de la fuerza se populariza a través de películas y series de televisión como S.W.A.T. (promovida por Darryl Gates, fundador del primer grupo táctico policial con sede en California), y que por estructura lingüística refería al mismo tiempo a la función y la actuación, ya que bajo el derecho estadounidense el agente representa plenamente a la institución, ergo al estado, por tanto use of the public force y use of force se convierten cultural y legalmente en lo mismo: lo que hace el agente como parte de una institución que representa al Estado. No obstante, en el derecho mexicano el onthos (ser) y el deontos (deber) son conceptos definidos independientemente, así, las leyes mexicanas señalan indirectamente la razón de ser de la fuerza pública en 48 leyes, pero, ante la falta de una idea bien desarrollada, fracasan en precisar el deber en las 3 leyes que hablan de uso de la fuerza bajo el concepto estadounidense.5 Más grave aún, 5 leyes se refieren al uso de la fuerza para referirse a la institución policial,6 no a la función ni a la actuación, sin notar el conflicto administrativo que eso provoca al integrar los vínculos de ambos conceptos en el marco legal mexicano.


La desconexión entre marco jurídico y estructura protocolar es tanta que el Modelo Nacional de Policía y Justicia Cívica considera para su fundamento sólo 15 de las 48 leyes que abordan la función policial, priorizando la integración de 13 leyes que en lugar de seguridad pública versan sobre derechos humanos,7 pero sin incluir, tanto en el Modelo como en sus anexos, las debidas garantías a los derechos humanos correspondientes a los propios agentes, sea el caso de dotar obligatoriamente el equipamiento mínimo de seguridad personal correspondiente a la función legal y técnicamente proporcional al riesgo laboral, y, en este caso, podemos notar la importancia de un concepto que permita medir la proporcionalidad técnica de forma cuantitativa, ya que de acuerdo con datos del Proyecto Azul Cobalto (2022) es más probable que un agente policial sea asesinado con su propia arma de cargo que con un punzocortante, sin embargo, la ley no considera necesario evaluar el equipamiento que debe recibir un agente para proteger sus armas de fuego.


Regresando al Modelo Nacional de Policía, si casi la mitad de los fundamentos legales no corresponden a la función seguridad pública significa que se transfieren de facto responsabilidades de otras instituciones a la fuerza pública, desdeñando su propia naturaleza y funciones para la preservación del Estado, y no se interprete como la negativa a incorporación de funciones preventivas o resolutoras desde la función policial, pero lo que la actuación policial debe prevenir o resolver es la violación del derecho público antes que del derecho humano, ya que, como espero haber aclarado, la fuerza pública es conceptualmente desde su origen y por sus objetivos violatoria de los derechos humanos.


En otras palabras, la fuerza pública no es la institución estatal obligada a resolver, por ejemplo, la violencia contra las mujeres, sino de detener la violencia contra las mujeres, que son cosas muy diferentes, ya que la institución policial no puede intervenir de manera directa en las condiciones sociopolíticas que llevan a la violencia contra la mujer, pero tampoco pueden cuidar a cada mujer que denuncie violencia, por tanto, apegados a las obligaciones desde su función, los agentes de la fuerza pública deben priorizar la atención a la mujer, pero deben hacerlo desde el monopolio de la violencia legítima, no desde la prevención sociopolítica de la violencia.


Acotando el ejemplo, un agente no puede impedir que una mujer sea víctima de violencia intrafamiliar porque carece del marco legal para actuar ante el riesgo (desde el derecho policial los fundamentos para el uso de la fuerza son la amenaza o agresión, no el riesgo),8 para actuar dentro de una vivienda (desde el derecho penal la víctima debe solicitar la intervención y además ratificarla ante ministerio público)9 o para detener a un sujeto que no tenga orden judicial o no se encuentre en flagrancia (desde el derecho penal debe existir un delito juzgado o actual que amerite la detención).10 Cuando la agresión rompe estos límites legales la actuación policial puede ser lamentablemente tardía. Sin embargo, la atención de la mujer en situaciones de violencia de género puede y debe ser atendida y prevenida desde el marco legal, funciones y obligaciones del Instituto de la Mujer. Y aquí lo más importante para el debate: esto es lo que ocurre, al menos en el papel.


El dilema de los protocolos


Con el objetivo específico de prevenir la violencia contra las mujeres se han diseñado mecanismos para atender las denuncias en la forma de protocolos especializados, sin embargo, la práctica de dichos documentos está lejos de su intención, ya que la serie ordenada de matrices operacionales que forma un protocolo choca constantemente con los límites del marco normativo, imponiendo una constante interpretación de las responsabilidades administrativas por sobre la lectura normativa. Esto tiene dos razones: primera, un protocolo está por debajo de la ley, por tanto, aunque el protocolo incluya consideraciones útiles respecto a la función de las instituciones del Estado su ejecución queda limitada a la legislación aplicable por cada institución involucrada, lo que nos lleva a la segunda, en tanto el Instituto de la Mujer tiene un espíritu de fomento del bien dentro del Estado la fuerza pública lo tiene de impedimento del mal, es decir, la fuerza pública no puede absorber funciones de fomento de la misma manera que el Instituto de la Mujer no puede ejercer funciones de impedimento, por ello la ley dispone que el Instituto de la Mujer puede recurrir al auxilio de la primera en tanto la fuerza pública no tiene obligación inmediata de remitir a la primera. Esto da como resultado que los algoritmos operacionales contenidos en los protocolos, a pesar de estar cuidadosamente ordenados, suelen ser innecesariamente redundantes, carecen de precisión técnica, omiten vinculaciones jurídicas y ante esta combinación de variables sus resultados llegan a ser indefinidos o disfuncionales, es decir todo lo opuesto a su objetivo.


Ampliando desde los fundamentos del Modelo Nacional de Policía y Justicia Cívica y, a través del modelo neural que he desarrollado para el análisis del marco jurídico nacional, es posible demostrar que, en tanto las obligaciones de la fuerza pública parten de la imposición violenta pero fundamentada del estado de derecho, el modelo vigente de fuerza pública pretende como objetivo político una institución que absorba labores preventivas o resolutoras que corresponden a otros órganos de gobierno; pero, además, el Modelo consigna al menos 19 protocolos policiales,11 existentes o propuestos, incluyendo desde luego el Protocolo Nacional Sobre el Uso de la Fuerza, texto que desarrolla obligaciones institucionales como individuales transfiriendo carga administrativa a los agentes, así, los agentes no solo deben intentar, sino que están políticamente obligados a especializarse como abogados penalistas en lugar de profesionalizarse como agentes de la fuerza pública. Esto explica el volumen de burocracia detrás de un Informe Policial Homologado, por ejemplo, ya que el agente no solo debe reportar lo que hizo en su actuar sino también documentar lo que hizo para que su función no sea necesaria.


Esta idealización de la policía como herramienta administrativa de prevención y fomento del bien nos lleva invariablemente a la contradicción de su propia naturaleza. Pongamos de ejemplo las manifestaciones feministas en Ciudad de México los días 8 de marzo.


[image: diamond] Se acusa a agentes de violencia contra las mujeres manifestantes, luego la solución es quitarles los dispositivos con los que comenten la violencia. Sin embargo,


[image: diamond] Existe violencia en las detenciones porque los hombres son más fuertes que las mujeres, la solución es poner solamente mujeres para que no se lastime a mujeres detenidas. Sin embargo,


[image: diamond] Agentes femeninas cometen excesos en la detención de mujeres manifestantes, luego la solución es dar cursos de género y dar la orden para que,


[image: diamond] La policía deja de actuar ante faltas administrativas o delitos según el Código Penal Federal para evitar no la comisión de abusos policiales sino la crítica social, en consecuencia,


[image: diamond] La fuerza pública es omisa en atender faltas administrativas o delitos tipificados por ley, por lo que pierde su razón de ser.


La evolución protocolar idealista de fomentar el bien evitando el mal da como resultado que las instituciones policiales deban contar con escritorios y agentes específicos para la atención de género; por ejemplo, absorbiendo la resolución de conflictos bajo la excusa de una tarea preventiva de seguridad pública, en lugar de procurar que la fuerza pública cumpla con su objetivo se intenta que lo anticipe y que al mismo tiempo no lo exceda, mientras tanto criticamos que no hay suficientes agentes, pero queremos que los pocos que tenemos atiendan obligaciones que corresponden a otras instituciones del Estado. Al desechar que una de las condiciones inevitables de su existencia es el ejercicio de la violencia física damos pie a que los agentes tengan la obligación de prevenir el conflicto evitando la fuerza física, creando el paradigma de una fuerza pública que debe resolver la violencia sin utilizar la violencia.


Valga la pena aclarar que no me refiero a la prohibición legal del ejercicio de la violencia, sino a la negación política de la función policial; volviendo al modelo estadounidense, los ciudadanos de nuestro país vecino evitan agredir a la fuerza pública y sus agentes porque saben que responderán con la utilización de la violencia teniendo el respaldo legal que significa representar al estado,12 mientras que en México los ciudadanos agreden la fuerza pública, sean policías o fuerzas armadas, porque saben que sus agentes tienen prohibido actuar así sea en defensa de sus propios derechos humanos. El conflicto resultante de una ley que no desarrolla la idea correcta y políticos que no entienden el concepto desde la obligación del Estado impide que la fuerza pública sea una herramienta útil a sus objetivos. Más aún, como planteo en mi definición desde el aspecto filosófico, una fuerza pública impedida para ser superior a su objetivo, cuando resulte imprescindible, es inútil para el Estado. Todo análisis actual que se desarrolla sobre fuerza pública gira sobre una idea ajena y politizada que no solo no es desarrollada dentro del marco correspondiente, sino que se opone a un concepto administrativo necesario desde y para la existencia misma del Estado.


En el caso específico de la violencia contra la mujer, por ejemplo, ante un caso de feminicidio terminamos con una fuerte crítica social contra la actuación policial, siendo que los propios protocolos demuestran que el agente de la fuerza pública es solo un eslabón de la cadena y ni siquiera es el más importante. La crítica puede llegar a escalar con prontitud hasta la función policial, pero en realidad la fuerza pública, como agente o como institución, no puede hacer algo realmente efectivo dentro de sus capacidades legales y técnicas para impedir un feminicidio que no sea actuando en flagrancia. Es muy importante recalcar que en el día a día la única forma en la que la presencia policial pudiera ser suficiente para impactar en la comisión de un delito sería si la sociedad respetara al agente de la fuerza pública como representante del Estado, pero, ante la ausencia de un concepto jurídico que contenga una protección eficaz del agente, el uniforme pierde prácticamente cualquier valor preventivo. La otra forma en la que el uniforme tuviera valor es si el ciudadano temiera a las consecuencias legales de cometer el delito, pero, ante el clima de impunidad que prevalece en el poder judicial, la seguridad pública queda atrapada por los discursos de mejoras y profesionalización sin que cambien los resultados desde la óptica ciudadana, donde la fuerza pública y no el Instituto de la Mujer es responsable de no prevenir ni impedir un feminicidio.


Pensamos en la responsabilidad de la fuerza pública porque son los únicos con las herramientas materiales para enfrentar la violencia del agresor, pero para poder hacerlo tendrían que estar en el momento de la agresión, fuera de ello sus posibilidades reales de prevenir la comisión de un delito, desde su naturaleza legal que es el monopolio de la violencia, son prácticamente nulas. El Instituto de la Mujer no puede ni tiene las herramientas para estar a cargo de la violencia necesaria para salvar a una mujer de la misma manera que la fuerza pública no puede ni debería destinar sus muy limitados recursos humanos y presupuestales para estar a cargo de la supervisión específica de cada mujer que ha denunciado violencia. La transferencia de responsabilidades preventivas y resolutoras de otros organismos de gobierno hacia la fuerza pública termina por debilitarla en la única atribución que ningún otro organismo público tiene, que es detener la violencia mediante la violencia.


Sin tener una idea clara, sin elaborar un concepto bien definido, sin enmarcar obligaciones, sin definir responsabilidades, sin reconocer derechos, sin generar respeto y en general sin límites conceptuales, así abordamos el uso de la fuerza y desde esta arista se expiden los protocolos que la administración pública está obligada a escribir, los que las instituciones creen deben existir o los que resuelven todo porque contienen las palabras que deben contener.


La falacia de la navaja


Letal es aquello que causa o puede causar la muerte.13 De acuerdo con el relator especial de Naciones Unidas, Christof Heyns, la letalidad (o no) del arma dependerá de su tipo, el contexto en que se utiliza y las condiciones particulares del destinatario (ONU, 2014). Es decir, ningún arma es letal por sí misma. Más aún, desde su finalidad administrativa la fuerza pública utiliza mecanismos diseñados para una acción prevista bajo las obligaciones legales; por lo tanto no debemos ni siquiera hablar de armas sino de dispositivos. Ya que la letalidad depende del qué, el cómo y el quién. Debemos atender al objeto sobre el que giran todos los análisis internacionales y las legislaciones locales denominado como arma, no obstante, un arma tiene como objetivo atacar o defender, la fuerza pública tiene como naturaleza y objetivo fundamentado en las leyes el mantener, restaurar o imponer por la fuerza física el orden público, ello no requiere o implica necesariamente atacar o defender a nadie. Más aún, casos como el de Leopoldo Soto demuestran que la policía puede ejercer fuerza letal con dispositivos catalogados actualmente como “menos letal”, ni siquiera como arma (Newsweek en español, 18 de abril de 2019).


Si prestamos atención, podemos ver que la letalidad, definida por Naciones Unidas y replicada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, depende de 3 elementos: objeto, sujeto y utilización, de la misma forma que ya hemos visto Locke definía que las ideas requieren sujeto, acción y objeto. Tenemos entonces que la letalidad es una idea bien construida en el análisis del derecho internacional de los derechos humanos, a pesar de ello la ley mexicana (y prácticamente todas las latinoamericanas) no sólo no la conceptualizan claramente en la norma, sino que la constriñen de manera intrínseca a un arma, ni siquiera a un dispositivo. En este punto podemos entender la enorme diferencia conceptual que existe en prohibir las armas en el uso de la fuerza contra regular la utilización de dispositivos para la fuerza pública.


La ley mexicana considera que un objeto punzocortante es letal por sí mismo, ignorando si el sujeto que lo porta sea un niño o un adulto tiene la capacidad física de utilizarlo para matar.14 Legalmente el punzocortante se convierte intrínsecamente en arma letal, por tanto, está permitido el uso de fuerza letal. El problema de esta perspectiva legal en el que un arma es letal ignorando los otros dos elementos, sujeto y utilización, es que el agente tiene entonces la intención de matar por el solo hecho de accionar su arma de fuego contra una persona, cuestión que señala la propia ley mexicana sobre el uso de la fuerza;15 en consecuencia, los protocolos de actuación buscan impedir a toda costa dicho escenario. Esto contraviene dos ideas básicas, primero, la fuerza pública viola los derechos humanos desde su concepción, luego el protocolo no debe tratar sobre la prohibición de su uso sino sobre la regulación de las condiciones legales de la utilización, esto incluye a las funciones policiales y militares.16 Segundo, el arma de fuego está diseñada no para matar sino para interrumpir con la mayor celeridad posible un riesgo elevado contra el derecho de las personas a la integridad física y la vida, la violencia técnica implícita en el diseño de cualquier arma de fuego conlleva un potencial calculado de interrupción de la vida conforme a los tres elementos que definen la letalidad, sin embargo, también técnicamente es posible la supervivencia a un disparo, como muchos casos alrededor del mundo lo han demostrado. Pero, como el agente tiene la intención de matar, lo detenemos como presunto responsable de un delito perdiendo así las garantías correspondientes a su función para el Estado y sus derechos por cumplirla.


El propio Heyns expresa que el uso de la fuerza letal es regido por el principio de protección a la vida, ya que su uso será legítimo, proporcional y necesario sólo si es el último recurso disponible para proteger otra vida, y, por ende, su empleo no será justificado cuando se busca; por ejemplo, proteger la propiedad, evitar lesiones leves, o restablecer el orden público,17 encontramos que Heyns enmarca no sólo la idea de letalidad sino que la sintetiza eficazmente en cuanto a sus objetivos. Sin embargo, tanto Naciones Unidas como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos rechazan firmar este concepto propio, emitiendo recomendaciones que ciñen la actuación policial al resultado técnico erróneamente, encima vinculado de forma intrínseca al uso de un objeto, negando así la evolución conceptual de la función policial desde la obligación legal derivada de su utilización.


Demostrado pues que la letalidad no puede ser vinculada técnicamente al objeto, y si un arma es sólo parte de los dispositivos para utilización de la fuerza pública, la expresión arma menos letal no es sólo absurda desde lo operacional sino inútil desde lo protocolar como concepto legal para garantizar los derechos humanos, ya que las llamadas armas menos letales muchas de las veces no califican técnicamente como armas y además ningún dispositivo —policial o militar— puede asegurar la supervivencia del objetivo basado exclusivamente en su diseño, características o límites operacionales.


Veamos el caso de los proyectiles cinéticos en las manifestaciones sudamericanas de 2021 y 2022. Tanto en Chile como en Colombia se documentaron casos de lesiones oculares relacionadas directamente a municiones cinéticas de impacto directo/indirecto, lo que ha llevado a un movimiento internacional para la prohibición de armas menos letales. Podemos empezar por preguntar: ¿qué es lo que se quiere prohibir? ¿El lanzador?18 ¿Los proyectiles?19 Porque arma técnicamente es el lanzador y aunque los proyectiles dejaran de usarse existen dispositivos con las mismas características y riesgos potenciales que no requieren un lanzador. Si por otro lado, nos referimos a los proyectiles debemos precisar que estos técnicamente no son un arma sino un complemento. La conceptualización errónea de la idea nos impide pues elaborar soluciones factibles o útiles, ya que al proponer el desarme policial incrementamos el riesgo laboral inherente a su función al negar a las policías opciones de fuerza técnicamente proporcionales al riesgo de la actuación que pudieran representar garantías para sus propios derechos humanos a salvaguardar su integridad física y proteger su vida. En toda Latinoamérica los agentes de la fuerza pública cuentan con equipamiento obsoleto, caduco, incompleto o incorrecto para ejercer sus funciones legales y sus obligaciones políticas, por si ello fuera poco en lugar de darles los dispositivos correctos y la capacitación correspondiente se hacen movimientos sociales para quitarle sus armas.


A todo esto, debemos recalcar que este mismo debate está presente en Francia desde hace unos años (Le Figaro, 20 de noviembre de 2019) lo que demuestra que la contaminación del lenguaje estadounidense es global a través de documentos internacionales validados por organismos reconocidos, léase Naciones Unidas, que no han intentado abordar la función y actuación de la fuerza pública sino desde la perspectiva comercial de los Estados Unidos en la década de los setenta, vinculada además a elementos jurídicos propios de dicho país.


Tenemos pues un debate que gira ante ideas mal planteadas y un concepto atrozmente elaborado, ya que ni la fuerza pública usa armas ni las armas de fuego son intrínsecamente letales, por tanto, los dispositivos cinéticos o químicos policiales no pueden ser catalogados como armas menos letales. Si el objetivo es preservar la integridad física del objetivo nos encontramos ante una obligación anterior técnicamente y superior legalmente a la utilización de la fuerza letal (como límite biológico de la violencia física), por ello propuse, desde 2018, el concepto fuerza epiletal,20 por el prefijo epi- que significa antes o sobre (Gómez Tagle, 2018). Sin ahondar en mi propuesta de modelo de fuerza pública, con el concepto fuerza epiletal la fuerza pública del Estado se utiliza para detener un riesgo procurando la supervivencia del objetivo, en tanto la fuerza letal se utiliza para detener un riesgo a costa de la vida del objetivo, en ambos casos lo que importa es el objetivo y no el objeto.21


Mi modelo de fuerza pública, con prevalencia de las obligaciones por sobre los objetivos, puede ser fácilmente verificable a través de un análisis bayesiano, dónde se incluyen antecedentes históricos para establecer la recurrencia (y concurrencia) de riesgos en la función policial, lo que permitiría determinar qué dispositivos podrían reducirlos y cuáles ayudarían a mejorar los resultados de la actuación policial. Lo importante para juzgar la actuación de la fuerza pública es determinar si la violencia utilizada era estrictamente necesaria y suficiente para interrumpir el riesgo de forma controlada, para ello no importa qué o cómo se utilice un dispositivo, sino que la fuerza o la violencia puedan ser medidas para ser valoradas.
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